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ACUERDO NÚMERO 034/2010

ACUERDO PLENARIO

México, Distrito Federal, trece de agosto de dos mil diez.


--------------------------------C O N S I D E R A N D O: -------------------------------

---I. Que el artículo 122, Apartado C, BASE PRIMERA, fracción V, inciso f), en relación con el 116, fracción IV, inciso c) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dispone que el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal y la ley en materia electoral, deben garantizar que las autoridades que tengan a su cargo la organización de las elecciones y las jurisdiccionales que resuelvan las controversias en la materia, gocen de autonomía en su funcionamiento e independencia en sus decisiones;


---II. Que acorde con las disposiciones constitucionales invocadas, los artículos 128, 130 y 131 del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, disponen que este Tribunal Electoral es órgano autónomo y máxima autoridad jurisdiccional, para la resolución de controversias en esta materia; la organización de éste, su competencia y procedimientos para la resolución de los asuntos que son de su conocimiento, los mecanismos para fijar criterios de jurisprudencia obligatorios, así como las relativas para la administración, vigilancia y disciplina en el Tribunal, serán los que determinen dicho Estatuto y las leyes;


---III. Que la ley a que se refiere el Estatuto de Gobierno en cita, es el Código Electoral del Distrito Federal, en cuyos artículos 1, párrafos primero y segundo, fracción VI y 2, párrafos primero y tercero, se establece que las disposiciones contenidas en ese cuerpo normativo son de orden público y de observancia general en el territorio de esta entidad, para lo cual, dicho ordenamiento reglamenta las normas de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, relacionadas entre otras cuestiones, con la organización y competencia del  Tribunal Electoral  del Distrito Federal; que la aplicación de estas normas corresponde, entre otros órganos, al Tribunal Electoral del Distrito Federal, en su respectivo ámbito de competencia, teniendo la obligación de preservar su estricta observancia y cumplimiento. Asimismo, señala que las autoridades electorales, para el debido cumplimiento de sus funciones, se regirán por los principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, objetividad, equidad y publicidad procesal;


---IV. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 182, fracción III, inciso a) y o) del Código Electoral local y 6, fracción V del Reglamento Interior del Tribunal Electoral del Distrito Federal, disponen que el Pleno de este Órgano Jurisdiccional tiene la atribución de aprobar y, en su caso, modificar el Reglamento Interior; los procedimientos, manuales, lineamientos y demás normatividad necesaria para el buen funcionamiento del Tribunal, así como vigilar la oportuna integración y adecuado funcionamiento de los órganos y áreas del Tribunal, dictando al efecto, los acuerdos que considere necesarios;


---V. Que de conformidad con la fracción II, incisos g) y h) del dispositivo legal antes enunciado, en relación con el numeral 29, fracciones XI y XV del Reglamento Interior del Órgano Jurisdiccional Electoral local, este Tribunal tiene la atribución de emitir el acuerdo relativo a las reglas para la elaboración y publicación de las tesis de jurisprudencia y relevantes, así como definir dichos criterios conforme a lo establecido por la normatividad antes enunciada y darlos a conocer oportunamente;


---VI. Que en atención a lo dispuesto en el artículo 75 de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal, los criterios fijados por este Tribunal sentarán jurisprudencia cuando se sustenten en el mismo sentido en tres resoluciones ininterrumpidas, respecto a la interpretación jurídica relevante de la ley, y que sean aprobadas por lo menos por cuatro Magistrados Electorales. Por otra parte, dejarán de tener carácter obligatorio, siempre que el Pleno se pronuncie en contrario por el voto de cuatro Magistrados, debiendo expresarse en la resolución modificadora, las razones en que se funde el cambio. El nuevo criterio será obligatorio cuando se reitere en tres resoluciones. Asimismo, el Tribunal deberá publicar los criterios obligatorios dentro de los seis meses siguientes a la conclusión de los procesos electorales y de los procedimientos de participación ciudadana. La jurisprudencia emitida por el Tribunal Electoral será obligatoria para las autoridades electorales del Distrito Federal, así como en lo conducente, a los partidos políticos;

---VII. Que mediante Acuerdo 032/2008, de diecisiete de junio de dos mil ocho, el Pleno de este Órgano Jurisdiccional reformó el Acuerdo 068/2007, de siete de agosto de dos mil siete, relativo a las "Reglas para la Elaboración, Aprobación, Registro, Publicación y Difusión de las Tesis de Jurisprudencia y Relevantes que emita el Pleno del Tribunal Electoral del Distrito Federal"; las cuales fueron publicadas en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el quince de agosto de dos mil ocho, en cuyo artículo 14, fracción II, se establece que cuando se detecten criterios que hayan dejado de aplicarse, ya sea por existir disposición expresa en el Código o Ley de la materia con motivo de reformas a los mismos; o bien, porque su fundamentación sustancial se basa en leyes abrogadas o en preceptos derogados, cuyas hipótesis no se encuentran previstas en los ordenamientos legales citados; en este caso, el Tribunal deberá, mediante Acuerdo Plenario, pronunciarse respecto de las tesis de jurisprudencia y relevantes que dejarán de ser vigentes;

---VIII. Que en sesión pública de resolución de trece de agosto de dos mil diez, los integrantes del Pleno de este Órgano Jurisdiccional, al resolver los juicios para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos identificados con las claves TEDF-JLDC-021/2010 y acumulados TEDF-JLDC-022/2010 y TEDF-JLDC-023/2010; TEDF-JLDC-047/2010; TEDF-JLDC-049/2010 y TEDF-JLDC-052/2010, consideraron oportuno abandonar el criterio sostenido en la tesis relevante identificada con la clave TEDF002. 4EL 1/2007, cuyo rubro y texto son los siguientes:

“USOS Y COSTUMBRES DE LOS PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. EL TRIBUNAL ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL ES COMPETENTE PARA CONOCER Y RESOLVER CONTROVERSIAS QUE DERIVEN DE TALES PROCESOS ELECTIVOS. De una interpretación sistemática y funcional de los artículos 2º; 17; 122, Apartado C, BASE PRIMERA, fracción V, inciso f), en relación con el 116, fracción IV, incisos b), c), d) y e), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como 21; 22; 128; 129, fracción VII; 130 y 134 del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal; 1º; 3º; 222; 227; fracción I, inciso b); 239, fracción I; 247, fracción I; 312; 313, fracción III y 314 del Código Electoral del Distrito Federal; 1º; 2º y 42 de la Ley de Participación Ciudadana del Distrito Federal, se desprende que el Tribunal Electoral del Distrito Federal es competente para conocer y resolver impugnaciones relativas a los procedimientos que se rigen por los usos y costumbres de los pueblos y comunidades indígenas en esta entidad, cuando de su práctica se elijan representantes derivados de un proceso cuyo contenido y naturaleza sea similar al electoral, como por ejemplo el caso de la elección para coordinadores territoriales en las diversas delegaciones. Ello es así, porque por disposición constitucional y legal, en el Distrito Federal existe un sistema integral de justicia electoral que tiene por objeto garantizar que todos los actos y resoluciones en la materia se ajusten invariablemente al principio de legalidad; por consiguiente, si en ejercicio de tales usos y costumbres se llevan a cabo prácticas relacionadas con la organización política de esas comunidades, es indiscutible que dichos ejercicios ciudadanos se encuentran incluidos materialmente dentro del ámbito electoral, compartiendo características con los procedimientos de participación ciudadana, toda vez que el rasgo distintivo de ambos, es la participación del ciudadano para influir en las decisiones de gobierno, esto es, representan una manifestación de la democracia, a través de la cual se hace patente la voluntad del pueblo en el ejercicio de su soberanía. De ahí, que los actos y resoluciones que emanan de tales usos y costumbres deben estar sujetos al sistema de medios de impugnación que prevé el Código Electoral del Distrito Federal, determinación que guarda congruencia con la garantía constitucional de acceso a la jurisdicción prevista en el artículo 17 de la Constitución federal, en relación con el artículo 2° del mencionado ordenamiento constitucional, que establece que los usos y costumbres de los pueblos y comunidades indígenas deben ser objeto de protección por parte de la jurisdicción estatal”.
Juicio electoral TEDF-JEL-002/2007. Margarito Meléndez Baeza. 22 de mayo de 2007. Unanimidad de cinco votos. Ponente: Armando I. Maitret Hernández. Secretarios de Estudio y Cuenta: Alejandro Juárez Cruz y Cuitláhuac Villegas Solís.
* El resaltado en negrillas fue añadido al original.

---IX. Que la razón que motivó a los integrantes del Pleno para abandonar el criterio relevante enunciado en el Considerando que antecede, quedó debidamente plasmada en los fallos de los juicios para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos antes aludidos; misma que en lo sustancial refiere lo siguiente:
“…

En el presente asunto, al haberse emitido una convocatoria por el Jefe Delegacional en la que se señalara el voto de los ciudadanos como criterio para el nombramiento de un servidor público que pertenece a la estructura administrativa desconcentrada de la delegación, resultan aplicables las reglas constitucionales y legales para la protección de los derechos político-electorales y la obligación de las autoridades de observar las medidas que para ese nombramiento se hayan establecido en ley, reglamento o en norma administrativa.

En efecto, el artículo 129, fracción II, del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal establece las bases del juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos, y prevé como supuesto de procedencia, la impugnación de actos y resoluciones violatorios de dichos derechos, sin distinguir algún limite sobre el tipo de elección en la cual éstos serán objeto de tutela, pues se trata de derechos fundamentales que exigen la más amplia protección, por lo que aun y cuando la elección de coordinadores territoriales no se trate de un cargo de elección popular constitucionalmente reconocido (como si lo hace tratándose de la elección de los representantes en la Asamblea Legislativa, del Jefe de Gobierno o de los Jefes Delegacionales), al estar involucrados derechos político-electorales debe ejercerse la tutela de los mismos por parte de éste órgano jurisdiccional local. 

Considerar que no puede ser objeto de tutela constitucional para la protección de los derechos político-electorales el ejercicio electivo celebrado por el Jefe Delegacional en beneficio de los ciudadanos que se sienten afectados, implicaría una restricción carente de fundamento y justificación que se encuentra prohibida en el sistema jurídico mexicano, principalmente, en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 2, párrafo 1 y artículo 5) y en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículos 1 y 24), ordenamientos jurídicos que de acuerdo con lo previsto en el artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos forman parte del sistema de Leyes Supremas de la Unión. 

Entonces, para determinar la procedencia del juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos se debe dilucidar si los actos cuestionados por el actor se llevaron a cabo en ejercicio de ese tipo de derechos, toda vez que no cualquier elección de personas se realiza en esas condiciones, sino únicamente aquellas en las cuales la ciudadanía, en uso de su potestad soberana acude a las urnas a expresar su voluntad para decidir qué servidor público será el encargado de ejercer determinado cargo, siendo que en el presente caso se trata de un servidor público que pertenece a la estructura organizacional de la delegación y que dentro de sus funciones está la de ser enlace de la ciudadanía con la delegación y ejerce autoridad en el Pueblo, Colonia o Barrio.

En ese sentido, si bien el proceso electivo referido no está contenido en aquéllos previstos constitucional y legalmente como cargo de elección popular, pues es claro que en la designación de los coordinadores territoriales no se está en presencia de la elección de un órgano de gobierno ni de un proceso de participación ciudadana; no debe pasar desapercibido que el artículo 116, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos garantiza la solución de conflictos electorales a través de tribunales especializados, por lo que es permisible considerar procedente el juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano contra actos del proceso electivo de coordinadores territoriales, ya que dicho proceso deviene de un acto administrativo materialmente electoral celebrado por el Titular de la demarcación política en uso de las facultades que le confiere la Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal, por lo que al ser la razón del juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos la tutela de los derechos fundamentales de votar, ser votado y de afiliación, frente a actos y resoluciones que los afecten, no se puede limitar su eficacia, aun cuando su fuente no provenga de la Constitución o la ley, sino de un acto de la administración, desde luego siempre que se trate de elecciones en las cuales los ciudadanos, en uso de su potestad soberana, eligen servidores públicos con decisiones de mando, tal y como sucede con los coordinadores territoriales.

En efecto, el artículo 35 constitucional, en sus primeras tres fracciones, prevé los derechos político-electorales del ciudadano, de votar en las elecciones, ser votado en las mismas y asociarse para tomar parte en los asuntos políticos del país. Se trata, en términos generales, de manifestaciones del derecho ciudadano de participar en la dirección de los asuntos públicos, consignado en distintos pactos internacionales suscritos y ratificados por el Estado Mexicano, tales como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 25) y la Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículo 23), que como ya se indicó son parte del sistema jurídico mexicano que nos rige. 

Ahora bien, es claro que el coordinador territorial es un servidor público, con facultades de decisión, en los pueblos, colonias o barrios; por lo que se constituyen en una autoridad con ejercicio de funciones de poder y son uno de los canales a través de los cuales la ciudadanía participa en la dirección de los asuntos públicos. De este modo, debe considerarse que si para su designación, el Jefe Delegacional emite normas jurídicas que materialmente constituyen actos electorales, se generan a favor de la ciudadanía de los respectivos pueblos, colonias o barrios el derecho de votar, así como el de ser votado de los candidatos participantes en el proceso electivo, razón por la cual se está en presencia de un proceso electivo respecto del cual los actos y resoluciones correspondientes pueden ser impugnados mediante el juicio para la protección de los derechos político-electorales de los  ciudadanos.

Razonar en sentido contrario haría permisible, en primer término, que se organizaron procesos electivos en los que no existiera respeto a los derechos político-electorales y, en segundo, que se negara a los ciudadanos la garantía consagrada en el artículo 17 de la Constitución Política Federal al no permitirles el acceso a la justicia a través de órganos estatuidos para ello como el Tribunal Electoral del Distrito Federal, en otras palabras, los ciudadanos deben de tener expeditos sus derechos para hacerlos valer en el momento en que así lo decidan debiendo el Estado otorgarles los mecanismos idóneos para su defensa.

No pasa inadvertido que el Pleno de este Tribunal Electoral del Distrito Federal había adoptado una posición divergente, que se contiene en la tesis relevante  publicada, bajo la clave TEDF002. 4EL 1/2007, de rubro y texto: 
“USOS Y COSTUMBRES DE LOS PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. EL TRIBUNAL ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL ES COMPETENTE PARA CONOCER Y RESOLVER CONTROVERSIAS QUE DERIVEN DE TALES PROCESOS ELECTIVOS. De una interpretación sistemática y funcional de los artículos 2º; 17; 122, Apartado C, BASE PRIMERA, fracción V, inciso f), en relación con el 116, fracción IV, incisos b), c), d) y e), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como 21; 22; 128; 129, fracción VII; 130 y 134 del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal; 1º; 3º; 222; 227; fracción I, inciso b); 239, fracción I; 247, fracción I; 312; 313, fracción III y 314 del Código Electoral del Distrito Federal; 1º; 2º y 42 de la Ley de Participación Ciudadana del Distrito Federal, se desprende que el Tribunal Electoral del Distrito Federal es competente para conocer y resolver impugnaciones relativas a los procedimientos que se rigen por los usos y costumbres de los pueblos y comunidades indígenas en esta entidad, cuando de su práctica se elijan representantes derivados de un proceso cuyo contenido y naturaleza sea similar al electoral, como por ejemplo el caso de la elección para coordinadores territoriales en las diversas delegaciones. Ello es así, porque por disposición constitucional y legal, en el Distrito Federal existe un sistema integral de justicia electoral que tiene por objeto garantizar que todos los actos y resoluciones en la materia se ajusten invariablemente al principio de legalidad; por consiguiente, si en ejercicio de tales usos y costumbres se llevan a cabo prácticas relacionadas con la organización política de esas comunidades, es indiscutible que dichos ejercicios ciudadanos se encuentran incluidos materialmente dentro del ámbito electoral, compartiendo características con los procedimientos de participación ciudadana, toda vez que el rasgo distintivo de ambos, es la participación del ciudadano para influir en las decisiones de gobierno, esto es, representan una manifestación de la democracia, a través de la cual se hace patente la voluntad del pueblo en el ejercicio de su soberanía. De ahí, que los actos y resoluciones que emanan de tales usos y costumbres deben estar sujetos al sistema de medios de impugnación que prevé el Código Electoral del Distrito Federal, determinación que guarda congruencia con la garantía constitucional de acceso a la jurisdicción prevista en el artículo 17 de la Constitución federal, en relación con el artículo 2° del mencionado ordenamiento constitucional, que establece que los usos y costumbres de los pueblos y comunidades indígenas deben ser objeto de protección por parte de la jurisdicción estatal”.

Sin embargo, este órgano jurisdiccional considera necesario abandonar tal criterio derivado de un juicio electoral en el que se impugnaron los resultados de la elección de Coordinador Territorial en el Pueblo de San Lucas Xochimanca, en la Delegación Xochimilco, donde se sostuvo que el Tribunal Electoral del Distrito Federal era competente para conocer y resolver impugnaciones relativas la elección de coordinadores territoriales en las diversas delegaciones, dado que éstos se rigen por los usos y costumbres de los pueblos y comunidades indígenas en esta entidad, lo anterior toda vez que de una nueva reflexión que hace este Tribunal Electoral, si bien es cierto que derivado de las normas constitucionales, estatutarias y legales antes citadas se desprende que este Tribunal es competente para conocer y resolver impugnaciones relativas a las elecciones constitucionales, esto es aquellas que tienen que ver con Diputados a la Asamblea Legislativa, Jefe de Gobierno y Jefes Delegacionales, así como los procedimientos que se rigen por los usos y costumbres de los pueblos y comunidades indígenas en esta entidad, esto último en términos de lo previsto en el artículo 2° de la Constitución Federal, debe señalarse que dentro de estos últimos procedimientos no se comprende, como se mencionaba en la referida tesis, a la elección de coordinadores territoriales en las diversas delegaciones, toda vez que en este caso como se razonó, en realidad se está en presencia de un acto formalmente administrativo pero que materialmente es electoral, al involucrar la elección de un servidor público que ejerce autoridad.

Cabe precisar que el apartamiento del criterio antes referido, es acorde con lo dispuesto doctrinalmente en torno a la estabilidad relativa de las sentencias interpretativas; dicha orientación jurídica consigna que los juzgadores cuentan con la libertad para no estar sometidos más que a su propio criterio. Sin embargo, tal postulado no debe ser interpretado al extremo, pues eventualmente, y satisfaciendo algunas condiciones esenciales, es posible que el juzgador se aparte del criterio que con anterioridad había sostenido. Empero, en esos supuestos se exige que el juzgador exprese los argumentos y consideraciones que lo llevaron a estimar que era menester la modificación de su criterio, tal como acontece en el caso.

Se trata pues de una manifestación de que la inmutabilidad de los criterios jurisdiccionales no debe ser absoluta, pues se propiciaría la estatificación del arbitrio judicial. Debe considerarse que la actividad jurisdiccional, además de ser una acción interpretativa de la ley y de aplicación a un caso concreto, tiene como fin generar certeza jurídica, lo cual se logra, en algunos casos, dotando de actualidad las interpretaciones de los órganos de jurisdicción. Esto último, permite que los juzgadores tengan la potestad de transformar sus criterios en un sentido amplio, tal como se ha sostenido por este tribunal al resolver los expedientes identificados con la clave TEDF-JEL-10/2009 y TEDF-JLDC-003/2010.

…”
---X. Que en la referida sesión pública de trece de agosto de dos mil diez, el Magistrado Presidente de este Órgano Jurisdiccional instruyó al Secretario General, a efecto de que, con fundamento en los artículos 187, incisos e), k), n) y v) del Código Electoral de esta entidad federativa; 29, fracción XV del Reglamento Interior del Tribunal Electoral del Distrito Federal, y 14, fracción II de las Reglas para la Elaboración, Aprobación, Registro, Publicación y Difusión de las Tesis de Jurisprudencia y Relevantes que emita el Pleno del Tribunal Electoral del Distrito Federal; elaborara el presente Acuerdo Plenario que incluya la Tesis Relevante cuyo contenido dejó de tener vigencia y que concluya con los siguientes puntos de acuerdo:

a) Deja de tener vigencia la Tesis Relevante, cuyo rubro a continuación se transcribe:

USOS Y COSTUMBRES DE LOS PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. EL TRIBUNAL ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL ES COMPETENTE PARA CONOCER Y RESOLVER CONTROVERSIAS QUE DERIVEN DE TALES PROCESOS ELECTIVOS.
TEDF002. 4EL 1/2007
b) En su oportunidad, publíquese la tesis no vigente en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, en los estrados y en el sitio de Internet de esta Institución:


c) Se instruye al Magistrado Presidente, para que, por conducto del Secretario General, comunique el contenido de la presente determinación plenaria a todas y cada una de las áreas que integran este Tribunal, así como al Instituto Electoral del Distrito Federal, para su conocimiento y efectos, en términos del artículo 187, párrafo tercero, inciso n) del Código Electoral del Distrito Federal.


Por lo antes expuesto y fundamentado, el Pleno emite el siguiente----------------------------------------  A C U E R D O: ------------------------------

PRIMERO. Se decreta que deja de tener vigencia la tesis relevante identificada con el rubro y clave “USOS Y COSTUMBRES DE LOS PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. EL TRIBUNAL ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL ES COMPETENTE PARA CONOCER Y RESOLVER CONTROVERSIAS QUE DERIVEN DE TALES PROCESOS ELECTIVOS. TEDF002. 4EL 1/2007”.


SEGUNDO. Publíquese el rubro de la tesis no vigente en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, en los estrados y en el sitio de Internet de esta Institución.


TERCERO. Se instruye al Magistrado Presidente de este Tribunal, para que, por conducto del Secretario General, comunique el contenido de la presente determinación plenaria a todas y cada una de las áreas que integran este Tribunal, así como al Instituto Electoral del Distrito Federal, para su conocimiento y efectos, en términos del artículo 187, párrafo tercero, inciso n) del Código Electoral del Distrito Federal.


Así, por unanimidad lo acordaron y firman los Magistrados integrantes del Pleno del Tribunal Electoral del Distrito Federal, ante el Secretario General, quien autoriza y da fe.

__________________________

ADOLFO RIVA PALACIO NERI

MAGISTRADO PRESIDENTE

	ALEJANDRO DELINT GARCIA 

MAGISTRADO
	ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ 

MAGISTRADO 

	_______________________________

DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ

MAGISTRADO

________________________________

GREGORIO GALVÁN RIVERA 

SECRETARIO GENERAL
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